
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 25 DE LA LEY GENERAL DE PARTIDOS 

POLÍTICOS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TORRES Y 

LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe Torres, integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a 

consideración de esta asamblea la presente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adicionan los 

incisos c), d) y e), y se recorren en su orden los subsecuentes del artículo 25 de la Ley General de Partidos 

Políticos, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos señala en el último párrafo del artículo primero lo 

siguiente: 

“Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 

sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y 

con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 

más amplia. 

Todas las autoridades, (...) tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. 

El artículo 1 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia establece que la 

coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, 

sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, así como los principios y modalidades para garantizar su 

acceso a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a los principios de 

igualdad y de no discriminación, así como para garantizar la democracia, el desarrollo integral y sustentable que 

fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Dicho ordenamiento establece que la violencia contra las mujeres es cualquier acción u omisión, basada en su 

género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto 

en el ámbito privado como en el público y en su artículo sexto, señala cuáles son los tipos de violencia contra 

las mujeres: 

“I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede 

consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, 

marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la 

autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la 

devaluación de su autoestima e incluso al suicidio; Fracción reformada; 



 
  

II. La violencia física. - Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo 

de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas, o ambas; 

III. La violencia patrimonial.- Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se 

manifiesta en: la transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos 

personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus 

necesidades y puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima; 

IV. Violencia económica.- Es toda acción u omisión del Agresor que afecta la supervivencia económica de la 

víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones 

económicas, así como la percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral; 

V. La violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que 

por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que 

implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto, y 

VI. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o 

libertad de las mujeres”. 

Ahora bien, de acuerdo a la organización México Evalúa,1 conforme a los datos de la Encuesta Nacional de 

Seguridad Pública Urbana (ENSU) arrojan que entre julio y diciembre de 2020 el 98.6 por ciento de los casos 

de violencia sexual que sufrieron las mujeres mayores de 18 años no fueron denunciados . Es decir, los 

delitos sexuales que sufren las mujeres rara vez llegan al Ministerio Público. 

Por su parte, la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública 2021 (Envipe) ,2 se 

estima que los principales motivos que llevan a la población víctima de un delito a no denunciar son por 

circunstancias atribuibles a la autoridad, tales como considerar la denuncia como pérdida de tiempo con 33.9 

por ciento y la desconfianza en la autoridad con 14.2 por ciento. 

Esto es, las mujeres no denuncian por desconfianza en las autoridades y cuando denuncian, según la propia 

Envipe, en 46.9 por ciento de los delitos cometidos contra mujeres en los que se inició averiguación previa 

o carpeta de investigación no pasó nada, y 26.5 por ciento están en trámite . 

No obstante la evidente incapacidad institucional de los aparatos de procuración e impartición de justicia, a las 

pocas mujeres que deciden contra todo pronóstico denunciar a sus agresores, se les sigue re victimizando y 

exigiendo que acrediten sus dichos a través de procesos ministeriales y jurisdiccionales que los propios órganos 

no están en capacidad de brindar, lo cual sobra señalar, también constituye una modalidad de violencia de 

género en su modalidad de violencia institucional. 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV)3 define la violencia 

institucional como los actos u omisiones de servidores públicos que tiene como fin dilatar, obstaculizar o 

impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, así como su acceso a políticas públicas 

destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia y, por ello, la 

misma ley mandata4 que para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, los tres órdenes 

de gobierno deben prevenir, sancionar y reparar el daño que les inflige. 

Sin embargo, en pasados procesos electorales salieron a la luz acusaciones contra candidatos por ejercer 

violencia sexual contra mujeres, acusaciones formuladas por las propias mujeres que se han declarado víctimas, 

algunas de ellas que incluso en su momento interpusieron las respectivas denuncias y que, sin embargo, fueron 



 
  

desestimadas argumentando por un lado que el incentivo es una agenda política que buscaba obstaculizarlos y 

por el otro, al hecho de que no existiera una resolución firme de un juez que acreditara su responsabilidad. 

Al respecto se debe mencionar que, si bien la Constitución Política establece en su artículo 20, apartado B, que 

es derecho de toda persona imputada a que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad 

mediante sentencia emitida por el juez de la causa, no se puede soslayar que en México existe un problema 

sistémico de violencia institucional que en general obstaculiza el acceso de las personas a la justicia y de 

manera particular, de las mujeres que enfrentan violencia. 

La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (Legipe) establece, en su artículo 3, inciso k), que 

la violencia política contra las mujeres en razón de género: 

“Es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera 

pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los 

derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 

inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la 

libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, 

candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una mujer por 

ser mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella. 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 

superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, 

precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de 

los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas 

particulares”. 

Por su parte, el artículo 10, inciso g), de la misma Legipe establece como uno de los requisitos de elegibilidad, 

no estar condenada o condenado por el delito de violencia política contra las mujeres en razón de género. 

En la Legipe se encuentran contempladas diversas disposiciones que mandatan vigilar, regular y sancionar 

cualquier acción que lesione o dañe la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de sus 

derechos políticos y electorales por parte de partidos políticos, precandidatas y precandidatos, candidatas y 

candidatos tanto en sus actividades, en sus expresiones, en la propaganda de radio y televisión que emiten, etc., 

siendo la sanción más alta por sus incumplimientos la cancelación del registro al partido político que incumpla 

de manera grave y reiterada cualquier disposición relacionada con las obligaciones de prevenir, atender y 

erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de género. 

En ese sentido cabe señalar que en cuanto a violencia política de género se trata, el sistema electoral mexicano 

cuenta con la regulación, las instituciones, los procedimientos y precedentes jurisdiccionales necesarios y 

suficientes para considerar que son conductas que se están combatiendo de manera efectiva. 

No obstante, la presente iniciativa advierte que ninguna norma de la mencionada ley electoral impone 

obligaciones a los partidos políticos tendientes a impulsar acciones sustantivas y de corresponsabilidad para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género en la modalidad de delitos sexuales, contra la libertad 

sexual, la intimidad corporal, la violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género por parte de 

sus integrantes, sean militantes o no. 



 
  

Lo desconcertante es que en la Ley General de Partidos Políticos no se hace referencia a ningún tipo de 

violencia contra las mujeres, ni siquiera a la política de género que la Legipe les mandata prevenir y erradicar. 

Ello es completamente fuera de lugar, considerando que la Legipe en su artículo 443 establece como infracción 

de los partidos políticos el incumplimiento a las obligaciones para prevenir, atender y erradicar la 

violencia política contra las mujeres en razón de género. 

Esto es, el hecho de que en la ley de partidos políticos no se hayan introducido mandatos tendientes a garantizar 

que la obligación de prevenir, atender y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de género se 

materialice, hace que la referida ley que regula a los institutos políticos sea convenientemente imperfecta. 

Como parte del nuevo andamiaje normativo sobre la violencia política en contra de las mujeres por razón de 

género, el veintiocho de octubre de dos mil veinte el INE aprobó el acuerdo5 por el cual se emitieron los 

“Lineamientos para que los Partidos Políticos Nacionales y, en su caso, los partidos políticos locales 

prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de 

género” en los que se incluyó la declaración “3 de 3 contra la violencia”. 

Posteriormente, el INE aprobó modificaciones6 a la base novena de la Convocatoria a la ciudadanía con 

interés en postularse como candidatas o candidatos independientes a diputaciones federales por el 

principio de mayoría relativa para el Proceso Electoral Federal 2020-2021, introduciendo el requisito de que 

junto con su solicitud de registro, se presentaran la Declaración “3 de 3 contra la violencia”, para lo cual más 

adelante aprobaron los formatos “3 de 3 contra la violencia” .7 

Cabe mencionar que en la sentencia SUP-JDC-552/2021 en la cual la Sala Superior del Tribunal Electoral 

validó los referidos lineamientos para que los partidos políticos prevengan, atiendan, sancionen, reparen y 

erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de género, el máximo órgano jurisdiccional sostuvo 

que el formato “3 de 3 contra la violencia” es una medida reglamentaria para garantizar a la ciudadanía y 

a la sociedad en su conjunto, que tanto las personas que los partidos políticos postulan a las candidaturas 

como los aspirantes a una candidatura independiente, no detentan antecedentes que, por su naturaleza, son 

indicativos de que la persona aspirante es proclive a ejercer conductas constitutivas de violencia en contra 

de las mujeres por razón de género. 

Ahora bien, la citada sentencia reconoce que el procedimiento de revisión de los supuestos del formato “3 de 3 

contra la violencia”, constituye un requisito para la presentación de solicitud de registro establecido por 

el INE, que parte de un principio de buena fe y se presenta bajo protesta de decir verdad, sin que deba 

confundirse su naturaleza con la existencia de un requisito de elegibilidad, como el previsto en el artículo 

10, párrafo 1, inciso g), de la Legipe 20. 

La Sala Superior ahonda8 en que la elegibilidad se traduce en la satisfacción de determinados requisitos 

inherentes a la persona, no solamente para tener una candidatura para ocupar el puesto de elección popular, 

sino incluso necesarios para ocupar el cargo y ejercerlo y, por tanto, deben estar expresamente previstos en el 

ordenamiento jurídico aplicable, sin que sea dable ampliarlos o restringirlos por voluntad diversa a la del 

constituyente o del poder legislativo ordinario. 

Finalmente, el tribunal reconoce que el hecho de que los partidos políticos deban solicitar a las y los aspirantes a 

una candidatura firmar un formato, de buena fe y bajo protesta de decir verdad donde se establezca que no 

se encuentran bajo ningún supuesto de haber sido condenados o sancionados por violencia familiar o doméstica; 

agresiones de género; delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal; o por violaciones a 

obligaciones alimentarias, constituye una garantía de protección en aras de fortalecer la política de 

prevención de violencia hacia las mujeres. 



 
  

Lo anterior, transfiere a este órgano legislativo la imperiosa necesidad de dar un paso adelante en el 

fortalecimiento de las medidas de prevención, dando fuerza de ley a dichas garantías de protección y 

dotando de dispositivos normativos que garanticen el involucramiento de los partidos políticos en la prevención 

y erradicación de la violencia política de género de tal forma que los mandatos establecidos en la Legipe, no 

sean simple simulación. 

En la presentación de los resultados del Estudio sobre Violencia Política por Razón de Género y su impacto 

en el Proceso Electoral 2020-2021 presentado por el Instituto Nacional Electoral (INE), se advirtieron los 

siguientes fenómenos que siguen vigentes: 

–que las mujeres que participan en política tienen que enfrentarse por lo menos a dos clases de obstáculos: 

“primero, el que supone competir y ganar ya sea una precandidatura o una candidatura conforme a las reglas 

democráticas y, segundo, los obstáculos que enfrentan por su condición de mujer, esos que no se atienen 

a reglas y principios, sino a inercias negativas que intentan frenar sus posibilidades para competir con 

sus adversarios hombres o mujeres en un plano de igualdad de oportunidades, respeto y legalidad ”.9 

–que “los partidos políticos han quedado a deber” , pues en contra de los avances, son los principales 

agresores y generadores de violencia en contra de las mujeres en razón de género, y “no han cumplido 

con su responsabilidad de ajustarse a las reglas de combate a la violencia”.10 

–que “la violencia política contra las mujeres por razón de género es quizá hoy por hoy el mayor 

obstáculo al cual se están enfrentando para poder ejercer plenamente sus derechos políticos y 

electorales”. 11 

En cuanto a la dimensión relativa a partidos políticos, el estudio identifica la falta de democracia interna, 

resaltando la centralización de decisiones que generan exclusión, para lo cual se recomienda vigilar y 

sancionar a los partidos que incumplen la normativa correspondiente . 

En cuanto a la dimensión resiliencia y construcción de alternativas, se recomienda promover una educación 

con perspectiva de género con un enfoque relacionado con derechos humanos, diversidad intercultural e 

igualdad. 

Por su parte, en la dimensión relacionada con el marco normativo en materia de violencia política de género 

el estudio recomienda legislar la declaración «3 de 3 contra la violencia» para que permanezca el criterio 

adoptado por la autoridad electoral como requisito legal. 

El contexto planteado no es ocioso. Elección tras elección constatamos situaciones donde se ejerce violencia 

política contra mujeres candidatas de manera anónima buscando mermar de forma tramposa su participación 

política, sin que partidos políticos ni candidatos asuman una posición de rechazo o deslinde de los mismos. 

Sirva recordar la anulación de la elección12 municipal de Iliatenco, Guerrero en el año 2021, derivado de ejercer 

violencia política en razón de género en contra de una de las candidatas, misma que se realizó de manera 

anónima. 

Los hechos consistieron en que en diversas localidades de Iliatenco, se pintaron frases que menoscabaron el 

reconocimiento del ejercicio de los derechos políticos electorales de una candidata en particular, al señalar que 

las mujeres no sirven para el gobierno o no saben gobernar. 



 
  

En todos los casos los mensajes fueron coincidentes en manifestar su repudio a que una mujer gobernara el 

municipio o señalar que no sirve para ello, en clara alusión a la candidata, lo que configuró los actos de 

violencia política perpetrados en su contra estigmatizándola en su condición de mujer . 

En virtud de ello y al acreditar el Tribunal Electoral que tal vulneración constituyó una violación grave que 

trascendió en el ánimo del electorado y el resultado de la elección en detrimento de la afectada, determinó su 

anulación. 

Por su parte, los recurrentes, ganadores de la elección anulada, argumentaron que, en su concepto, se violaba el 

principio de presunción de inocencia al no haberse acreditado los responsables de tal propaganda, ni mucho 

menos la participación de los ganadores de la contienda. 

En tal sentido, el máximo órgano jurisdiccional electoral fue contundente en establecer que si bien no existen 

elementos para afirmar que la violencia política por razón de género ejercida en contra de la candidata 

fue desplegada por sus contrincantes o quienes simpatizaban con ellos, se podían inferir que fueron 

realizados por personas opositoras a su postulación que apoyaban a otra opción política. 

El hecho de que no pudiera probarse la autoría o responsabilidad de una o varias personas, no puede 

derivar en que se niegue la existencia de los hechos ocurridos o el grado de afectación a la contienda, 

menos aún que por el hecho de que no hay un responsable directo, deban quedar impunes. 13 

Y agrega la sentencia, no se viola el principio de inocencia pues no se señaló como culpables a los ahora 

recurrentes, ni a algún grupo de personas específicas, toda vez que no existían medios probatorios para atribuir 

las conductas denunciadas, sino que se limitó a inferir que quien fuera responsable de los actos 

constitutivos de violencia política de género debía tener intereses políticos contrarios a los de la afectada. 

El Tribunal Electoral sostuvo que la violencia de género puede inhibir la participación libre de las mujeres 

víctimas de dichas conductas generando un desequilibrio en las condiciones de la competencia electoral, 

que la colocan en una situación de desventaja en razón de su género. 

Finalmente, respecto de este relevante precedente, no se puede dejar de mencionar las consideraciones del 

órgano jurisdiccional electoral, respecto del deber cuidado de los partidos políticos como entes de interés 

público: 

–Es destacable el hecho de que los partidos políticos incumplieron con su deber de protección y cuidado de 

conformidad con los artículos 35 y 41 Constitucional, pues no denunciaron los hechos y permitieron que 

se reprodujeran, afectando la equidad en la contienda, incluso en aquellos casos en donde sus candidatas 

también eran mujeres; 

–Se advierte una tolerancia a la violencia política ejercida en contra de las mujeres aceptada social y 

políticamente, ya que ni siquiera el propio partido postulante ni el resto de los contendientes le dieron 

importancia al deber de protección de sus candidatas . 

En este sentido, es oportuno mencionar que hay jurisprudencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral14 en la 

que se establece que los partidos políticos, como garantes del orden jurídico, pueden deslindarse de 

responsabilidad respecto de actos de terceros infractores de la ley electoral, cuando las medidas o acciones 

que adopten cumplan las condiciones siguientes: 



 
  

a) Eficacia: cuando su implementación produzca el cese de la conducta infractora o genere la posibilidad 

cierta de que la autoridad competente conozca el hecho para investigar y resolver sobre la licitud o ilicitud de 

la conducta denunciada; 

b) Idoneidad: que resulte adecuada y apropiada para ese fin; 

c) Juridicidad: en tanto se realicen acciones permitidas en la ley y que las autoridades electorales puedan 

actuar en el ámbito de su competencia; 

d) Oportunidad: si la actuación es inmediata al desarrollo de los hechos que se consideren ilícitos, y 

e) Razonabilidad: si la acción implementada es la que de manera ordinaria se podría exigir a los partidos 

políticos. 

En ese orden de ideas, la presente iniciativa propone introducir mecanismos en la Ley de Partidos Políticos 

tendientes a vincular con mayor fuerza a los institutos políticos a fin de que asuman una posición proactiva para 

cumplir sus obligaciones vigentes de prevenir, atender, sancionar, reparar y erradicar la violencia política 

contra las mujeres en razón de género. 

De esta forma, la que suscribe propone dotar a la Ley General de Partidos Políticos de mecanismos tanto 

preventivos tendientes a garantizar que todas aquellas personas que busquen ser registradas como candidatos a 

cargos de elección popular, se encuentren libres de responsabilidad de cualquier acto de violencia política de 

género; como de deber de vigilancia de los partidos políticos cuando se ejerza violencia política en contra de 

las mujeres en una contienda electoral. 

Asimismo, introducir la obligación tanto de los partidos políticos como de los candidatos contendientes de 

adoptar una posición de corresponsabilidad y de rechazo frente a actos evidentes de los que se tengan 

conocimiento y que deriven en violencia política en razón de género, a fin de que asuman la decisión política y 

el valor moral de deslindarse públicamente. 

Adicionalmente, se propone dotar de acciones afirmativas (también conocidas como discriminación positiva) la 

Ley General de Partidos Políticos, entendiendo éstas como aquellas actuaciones (medidas legales, 

administrativas) dirigidas a reducir o, idealmente, eliminar las prácticas discriminatorias en contra de sectores 

históricamente excluidos como las mujeres, buscando con estas acciones dar un tratamiento preferencial y 

positivamente encaminados a estos propósitos.15 

Concretamente, se propone que los partidos políticos como vehículo de acceso al poder de las y los ciudadanos, 

asuman con perspectiva de género la valoración de acusaciones de violencia sexual que se formule contra sus 

posibles candidatos, y adopten una posición de corresponsabilidad a fin de que con independencia de que no 

medien sanciones penales firmes, haya medidas políticas que obliguen a clarificar cierta acusación, como 

condición para ser postulado a una candidatura. 

Lo anterior no implicaría bajo ninguna circunstancia mermar los derechos políticos del aspirante acusado, en 

tanto con ello no se le estaría limitando su derecho a ser votado. Simplemente bajo una lógica de imagen, 

reputación y sobre todo de un genuino compromiso con prevenir y erradicar la violencia de género, se le estaría 

negando ser impulsado bajo las siglas de determinado partido político, en tanto no exista la certeza de no estar 

abriendo la puerta del poder a un presunto agresor, teniendo éste siempre la posibilidad de buscar ser votado por 

la vía independiente. 



 
  

Tampoco se le estaría violando su presunción de inocencia ya que estas medidas afirmativas no sugieren 

imponer la cárcel sin mediar una sentencia firme, únicamente anteponer la presunción de verdad declarada 

por una mujer auto declarada posible víctima de algún tipo de violencia sexual o cualquier agresión de 

género. 

Esta perspectiva guarda plena armonía con lo sostenido en el amparo directo en revisión 3186/2016 donde un 

Tribunal Colegiado de Circuito negó la protección de la justicia a un acusado de hostigamiento sexual, por 

considerar que atendiendo al derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia reconocido en la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belem do Pará), (el juez) tenía la obligación de juzgar con perspectiva de género, la cual 

implicó observar los parámetros de valoración probatoria para casos de violencia sexual entre los que se 

encuentra el de dar un valor preponderante al testimonio de la víctima a fin de impedir la impunidad 

respecto a delitos de violencia contra la mujer. Que, por ende, no se violó el principio de presunción de 

inocencia, porque las pruebas aportaron indicios idóneos y suficientes para acreditar que el quejoso cometió el 

delito atribuido.16 

Dicha sentencia fue revisada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual tras 

confirmarla generó la tesis Violencia sexual contra la mujer. reglas para la valoración de su testimonio como 

víctima del delito, de la cual derivan los siguientes argumentos torales: 

a) De acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer, el Estado debe establecer procedimientos legales, justos y eficaces 

para que las mujeres puedan acceder efectivamente a la justicia ; 

b) Sin embargo, las mujeres víctimas de violencia, en especial la de tipo sexual enfrentan barreras 

extraordinarias cuando intentan ejercer este derecho. Con el objeto de remover esas barreras, los 

testimonios de las víctimas de la totalidad de delitos que involucren actos de violencia sexual contra la 

mujer, deben ser valorados con una perspectiva de género a fin de evitar alusiones estereotipadas, que 

generen en el ánimo del juzgador una inadecuada valoración que reste credibilidad a la versión de las 

víctimas. 

c) Esas reglas de valoración fueron sostenidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y por el 

Pleno de esta Suprema Corte en la tesis “Tortura en su vertiente de violación sexual. el análisis probatorio 

relativo debe realizarse con perspectiva de género”, las cuales incluyen, al menos, los siguientes elementos: 

–Se debe considerar que los delitos sexuales son un tipo de agresión que, en general, se producen en 

ausencia de otras personas más allá de la víctima y la persona o personas agresoras, por lo que 

requieren medios de prueba distintos de otras conductas. En razón de lo anterior no se puede esperar 

la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye 

una prueba fundamental sobre el hecho; 

–Al analizar la declaración de la víctima se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales 

corresponden a un tipo de delito que la víctima no suele denunciar por el estigma que dicha denuncia 

conlleva usualmente. 

–Tener en cuenta la naturaleza traumática de los actos de violencia sexual. En razón de ello se debe 

entender que es usual que el recuento de los hechos pueda presentar algunas inconsistencias o 

variaciones en cada oportunidad que se solicita realizarlo; 



 
  

–Tomar en cuenta elementos de la víctima, como su edad, condición social, pertenencia a un grupo 

vulnerable o históricamente discriminado, entre otros; 

–Analizar la declaración de la víctima en conjunto con otros elementos de convicción, recordando que 

la misma es la prueba fundamental . Entre esos elementos se pueden encontrar dictámenes médicos 

psiquiátricos, testimonios, examinaciones médicas, pruebas circunstanciales, indicios y presunciones; 

Se debe cambiar el paradigma para que frente a probables agresiones sexuales que se encuentran 

denunciadas y no obstante existe una evidente inmovilidad de las autoridades para resolver, ante la duda, 

los partidos políticos tomen decisiones en beneficio de las víctimas de violencia sexual. 

Por otro lado, no se debe dejar de lado lo que la propia Corte ha sostenido respecto a que la injerencia en la 

vida privada de quienes participan en los procedimientos de selección para cargos públicos, se justifica 

por el interés público que revisten dichos procedimientos, y que los mismos no se limita a los documentos 

presentados por los propios contendientes,17 donde se ha señalado que: 

–la existencia de un debate en relación con los perfiles de quienes aspiran a cubrir un cargo público, no sólo 

es un tema de evidente interés público, sino que, además, es una condición indispensable para que, en una 

sociedad democrática, abierta y plural, accedan al cargo correspondiente las personas más calificadas; 

–  Limitar la intromisión en la vida privada de los contendientes a los datos que los mismos dan a conocer, 

implicaría limitar las atribuciones de quienes tienen a su cargo la labor de elegir a las personas que 

desempeñarán un cargo público. 

Los partidos políticos como entidades de interés público y dada la altísima responsabilidad que tienen de ser 

vehículos de acceso de la ciudadanía a los cargos públicos, tienen el deber con la sociedad de garantizar la 

postulación a cargos públicos de personas de probada honorabilidad para lo cual, frente a casos de violencia 

sexual, tendrían que asumir un parámetro de ponderación más sólido y optar por impulsar en sus decisiones 

intra partidistas, acciones positivas para prevenir y erradicar cualquier tipo de violencia de género, brindando un 

valor preponderante al testimonio de las víctimas que denuncian a posibles aspirantes. 

Con todo lo planteado considero que no sólo se materializaría el mandato establecido en el artículo primero 

constitucional de interpretar las normas relativas a los derechos humanos favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia, en este caso a las mujeres víctimas de violencia. 

También materializaría la esencia de lo establecido en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia en cuanto a la necesidad de emitir órdenes de protección 18 en este caso política, como 

actos cautelares de urgente aplicación en función del interés de la víctima, que podrían otorgarse por un órgano 

de justicia intra partidaria en el momento que tengan conocimiento de un acto evidente que pueda constituir un 

delito o infracción, evitando en este caso que la persona agresora asuma un cargo de poder que ponga en riesgo 

a las víctimas. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados el siguiente: 

Proyecto de Decreto 

Único. Se adicionan los incisos c), d) y e), y se recorren en su orden los subsecuentes del artículo 25 de la Ley 

General de Partidos Políticos, para quedar como sigue: 

Artículo 25. 



 
  

1. Son obligaciones de los partidos políticos. 

a) al b) ... 

c) Abstenerse de postular a cargos de elección popular a simpatizantes, afiliados y/o militantes, o 

cualquier persona ciudadana que hayan sido condenados o sancionados mediante resolución firme por 

violencia familiar y/o doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito privado o público; por 

delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal; por ser deudor alimentario o moroso 

que atente contra las obligaciones alimentarias; hasta en tanto no medie resolución firme que le 

absuelva; 

d).Deslindarse públicamente de cualquiera de sus simpatizantes, afiliados, militantes y/o funcionarios 

públicos que hayan sido condenados o sancionados mediante resolución firme por delitos que consideren 

cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida 

Libre de Violencia. 

e).Deslindarse públicamente de cualquier acto evidente del que se tenga conocimiento que pueda ser 

constitutivo de Violencia Política contra las Mujeres en razón de Género, cometido durante las precampañas 

o campañas electorales. 

Transitorio 

Único. El Presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 
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